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CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
SR. SIEGBERT ALBER

presentadas el 28 de abril de 19987

A. Introduccién

1. En el presente asunto, debe resolverse un
recurso de casacidn interpucsto contra una
sentencia del Tribunal de Primera Instancia. !
Se trata, fundamentalmente, de dilucidar si es
legal la adopcién de medidas de salvaguardia
contra la importacién en la Comunidad de
arroz originario de los paises y territorios de
Ultramar (en lo sucesivo, «PTU»). Dicha posi-
bilidad estd prevista en la Decisién
91/482/CEE del Consejo, de 25 de julio de
1991, relativa a la asociacidén de los paises y
territorios de Ultramar a la Comunidad Eco-
némica Europea 2 (en lo sucesivo, «Decisién
PTU>).

2. En 1993, la Comisién hizo uso de esta
posibilidad, adoptando dos Decisiones al
efecto. Las partes recurrentes y demandantes
en el procedimiento principal (en lo sucesivo,
«demandantes») pretenden que se anulen
dichas Decisiones, y solicitan ademis una
indemnizacién por dafios. En su opinién, no
existe ninguna base juridica véilida para las
Decisiones, que, ademis, contradicen los obje-
tivos que persigue la asociacién.

* Lengua original: alemin.

1 — Sentencia de 14 de septiembre de 1995, Antillcan Rice Mills y
otros/Comisién (asuntos acumulados T-480/93 y T-483/93,
Rec. p. 11-2305).

2 — DOL263,p.1.

3. ElTratado CE establece, en la Cuarta Parte,
titulada «Asociacién de los paises y territo-
rios de Ultramar», un estatuto especial para
los PTU (articulos 131 a 136 bis del Tratado
CE). La promocién del desarrollo de los P'TU
se invaca ya en el preimbulo del Tratado CE,
y en la letrar) del articulo 3 del mismo se
incluye entre las actividades de la Comunidad.
En el articulo 132 del Tratado CE se dispone
lo siguiente:

«La asociacién perseguira los siguientes obje-
tivos:

1. Los Estados miembros aplicarin a sus inter-
cambios comerciales con los paises y territo-
rios el régimen que sc otorguen entre si en
virtud del presente Tratado.

Dicho régimen alude, en dltima instancia, a la
libre circulacion de mercancias.

4. De conformidad con el articulo 136 del
Tratado CE, se adjunté al Tratado un Con-
venio de aplicacién de dichas disposiciones
durante un primer periodo de cinco afios a
partir de la entrada en vigor del Tratado. Pos-
teriormente, conforme al parrafo segundo del
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articulo 136 del Tratado CE, el Consejo debia
adoptar, «a la luz de los resultados alcanzados
y basindose en los principios contenidos en
el presente Tratado», nuevas disposiciones de
aplicacién. Desde 1964, ¢l Consejo ha adop-
tado seis Decisiones basadas en dicha dispo-
sicidn, la Gltima de ellas la citada Decisién
PTU de 25 de julio de 1991, que, a diferencia
de las anteriores, se aplica durante diez anos
en lugar de cinco.

5. Mediante dicha Decisién, se aplicé plena-
mente por vez primera la disposicién del Tra-
tado segin la cual los Estados miembros deben
aplicar en sus intercambios comerciales con
los PTU las mismas normas que se otorguen
entre si en virtud del Tratado. Esto significa
que, desde 1991, pueden exportarse ala Comu-
nidad todos los productos —incluidos, por
tanto, los productos agricolas que cumplan
los requisitos establecidos en la Decisién
PTU— en franquicia arancelaria y sin restric-
ciones cuantitativas.

6. Ahora bicn, la liberalizacién de los inter-
cambios comerciales conlos PTU puede causar
problemas en el trifico comercial, en parti-
cular por lo que respecta a los productos agri-
colas, sometidos a una organizacién comin
de mercados con un mecanismo de inter-
vencién y la fijacién de un precio uniforme.
Estos efectos se ven agravados si, ademds, se
realizan concesiones asimismo a paises ter-
ceros. Cuando dichos productos (por ejemplo,
el arroz) originarios de un Estado ACP o un
pafs tercero se Procesan o transforman €n un
PTU, pueden importarse en la Comunidad
sin quedar sujetos a exacciones agricolas, aun
cuando su precio venga determinado por el
mercado mundial. En el caso de que se tema
que la importacién provoque perturbaciones,
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con arreglo al articulo 109 de la Decisién PTU
pueden restringirse las importaciones proce-
dentes de los PTU; esto, sin embargo, puede

a su vez contradecir los objetivos de desa-
rrollo de los PTU.

El articulo 109 de la Decisién PTU tiene el
siguiente tenor:

«1. Sila aplicacién de la presente Decisién [3!
provoca perturbaciones graves en un sector
de actividad econémica de la Comunidad o
de uno o varios Estados miembros o compro-
mete su estabilidad financiera exterior, o si
surgen dificultades que puedan provocar el
deterioro de un sector de actividad de la
Comunidad o de una regién de la misma, la
Comisién podri, segin el procedimiento
determinado en el Anexo IV, tomar o auto-
rizar al Estado miembro interesado a que
tome las medidas de salvaguardia necesarias.»

B. Hechos

7. Las demandantes son tres empresas
dedicadas a la actividad de transformacién y
comercializacién de arroz en las Antillas neer-

3 — Nota sin interés para la traduccién al espariol.
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landesas, donde procesan y transforman arroz
origtnario de Surinam y Guyana.

8. El objeto del litigio ante el Tribunal de
Primera Instancia eran las medidas de salva-
guardia adoptadas por la Comisién basindose
en el articulo 109 de la Decisién PTU.

9. En una primera Decisién de 25 de febrero
de 1993, «por la que se adoptan medidas de
salvaguardia respecto al arroz originario de
las Antillas neerlandesas»,* la Comisién
declaré lo siguiente:

«Articulo 1

1. El despacho 2 libre prictica en la Comu-
nidad con exencidn de los derechos a la impor-
tacién de arroz semiblanqueado de los c6digos
NC 1006 30 21 a 1006 30 48 originario de las
Antillas neerlandesas queda sujeto a la con-
dicién de que el valor en aduana no sea infe-
rior a un precio minimo igual al 120 % de la
exaccién reguladora aplicable al arroz semi-
blanqueado de que se trate, de conformidad
con lo dispuesto en el Reglamento (CEE)
n® 1418/76 del Consejo. L5

4 — Decisién 93/127/CEE dc la Comisién, de¢ 25 dc febrero de
1993, por la quc sc adoptan medidas dc salvaguardia respecto
al arroz originario dc las Antillas neerlandesas (DO L 50,
p- 27).

5 — Reglamento de 21 de junio de 1976 por cl que se establecc 1a
organizacién comiin de mercados dcl arroz (DO L 166, p. 1;
EE 03/10, p. 114).

2. El precio minimo resultante de la apli-
cacién del apartado 1 no podri ser inferior a
un precio minimo igual a 546 ECU por tone-
lada de arroz semiblanqueado. Este precio
minimo se incrementari mensualmente, a
partir del 1 de marzo de 1993, en 3,5 ECU/1.

3. ]

[...]

Articulo 5

Los destinatarios de la presente Decisidn serdn
los Estados miembros.»

10. Debido a la mejora de la situacién del
mercado, el precio minimo se incrementd
mediante una segunda Decisién de 13 de abril
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de 1993. 6 En virtud de ésta, el valor en aduana
no podia ser inferior a un precio minimo
equivalente a 550 ECU/t.

11. En mayo de 1993, inicialmente seis
empresas interpusieron ante el Tribunal de
Justicia sendos recursos contra ambas Deci-
siones de la Comisién. Ademads de su anula-
cién, solicitaban que se condenara a la Comu-
nidad a indemnizar a las demandantes por los
perjuicios sufridos. Mediante auto, se remitié
el recurso al Tribunal de Primera Instancia.
Este admitié la intervencién de la Repiblica
Francesa y la Repiiblica Italiana como partes
coadyuvantes en apoyo de las pretensiones de
la Comisién.

12. Mediante sentencia de 14 de septiembre
de 1995,7 el Tribunal de Primera Instancia
anulé el apartado 1 del articulo 1 de la pri-
mera de las Decisiones de la Comisién, des-
estimando los recursos en todo lo demis.

13. En opinién del Tribunal de Primera Ins-
tancia, «al hacer que el arroz ACP y el arroz
americano fueran mds competitivos que el
arroz antillano en e! mercado comunitario»,
el apartado 1 del articulo 1 excedia de «lo que
era estrictamente indispensable para remediar
las dificultades de comercializacién del arroz
comunitario causadas por la importacién del
arroz antillano». 8

6 — Decisién 93/211/CEE dc la Comisién, de 13 de abril de 1993,
por la quc sc modifica la Decisién 93/127 (DO L 90, p. 36).

7 — Scntencia Antillcan Rice Mills y otros/Comisién, citada en la
nota 1 supra.

8 — Apartado 143 dc la sentencia.
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14. El 13 de diciembre de 1995, tres de las
seis demandantes iniciales interpusieron ante
el Tribunal de Justicia un recurso de casacién
contra esta sentencia, en el que solicitaban a
éste que:

1. Anule la sentencia impugnada, en la
medida en que no estima la totalidad de
las pretensiones de las demandantes.

2. Estime en su totalidad las pretensiones
ya deducidas por las demandantes ante
el Tribunal de Primera Instancia y, en
particular, que:

2.1. Anule en su totalidad la Decisién
93/127/CEE de la Comisién, de 25 de
febrero de 1993, por la que se adoptan
medidas de salvaguardia respecto al arroz
originario de las Antillas neerlandesas, y
la Decisién 93/211/CEE de la Comisién,
de 13 de abril de 1993, por la que se
modifica la Decisién 93/127/CEE rela-
tiva al establecimiento de medidas de sal-
vaguardia para el arroz originario de las
Antillas neerlandesas.

2.2, Condene a la Comunidad a indemnizar
a las demandantes por los perjuicios
sufridos como consecuencia de dichas
Decisiones.

2.3. Condene a la Comisién al pago de las
costas del procedimiento en casacién y
del procedimiento en primera instancia.
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3. Las demandantes solicitan al Tribunal de
Justicia, con caricter principal, que resuelva él
mismo el litigio con arreglo al articulo 54 del
Estatuto del Tribunal de Justicia y, con caricter
subsidiario, que lo devuelva al Tribunal de
Primera Instancia.

La Comisién solicita al Tribunal de Justicia
que:

— Desestime el recurso de casacion.

— Condene en costas a las demandantes.

El Consejo solicita al Tribunal de Justicta que:

— Desestime el recurso de casacién o, con
caricter subsidiario, desestime el primer
motivo de casacién.

- Condene en costas a las demandantes,

En sus pretensiones, la Repiblica Italiana
solicita al Tribunal de Justicia que:

— Anule la sentencia del Tribunal de Pri-
mera Instancia en la parte en que se des-
estima la excepcidn de inadmisibilidad de
los recursos interpuestos, de modo que
estime dicha excepcidn.

— Con cardcter subsidiario, desestime el
recurso de casacién en su totalidad.

— Condene en costas a las demandantes.

En sus observaciones orales formuladas en la
vista, la Repiiblica Francesa, cuyo escrito hubo
de ser declarado inadmisible por haber sido
presentado fuera de plazo, se adhirié bésica-
mente a las pretensiones de la Comisién.

C. Admisibilidad

15. Como ya hizo ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia, la Repiblica Italiana, como
parte coadyuvante, propone la excepcién de
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inadmisibilidad, alegando que las demandantes
no estin directa e individualmente afectadas.

16. Las demandantes se adhirieron a la inter-
pretaciéon del Tribunal de Primera Instancia,
que declaré la admisibilidad del recurso, ale-
gando, ademds, que la Repuiblica Italiana no
puede invocar, como parte coadyuvante, la
excepcién de inadmisibilidad, ya que la parte
a la que apoya no propuso dicha excepcién.

17. Las personas —como en el presente caso
las demandantes— que no son destinatarias
de una Decisién sélo sc ven afectadas indivi-
dualmente «si dicha Decisién las afecta debido
a dcterminadas caracteristicas personales o a
una situacién de hecho que las caracteriza en
relacién con cualesquiera otras personas, lo
que las individualiza de un modo anilogo al
de un destinatario».® Por tanto, las deman-
dantes debian caracterizarse en relacién con
todas las demis personas igualmente afectadas
por la Decisién impugnada, y no sélo verse
afectadas, al igual que cualquier otro operador
econémico que ejerza su actividad en el mismo
sector, en su condicién objetiva de operadores
econémicos del sector de procesamiento y
transformacién de arroz.

9 — Sentencia de 15 de julio de 1963, Plaumann/Comisién (25/62,
Rcc. p. 109, cspecialmente p. 223).
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18. Para resolver esta cuestidn, el Tribunal de
Primera Instancia establecié un paralelismo
con la sentencia Piraiki-Patraiki y otros/
Comisidn. 19 En ella, el Tribunal de Justicta
dedujo del apartado 3 del articulo 130 del
Acta de adhesién de la Repiblica Helénica la
obligacién de la Comisién de informarse antes
de adoptar medidas de safvaguardm, en la
medida en que las circunstancias lo permitan
en cada caso, sobre las repercusiones nega-
tivas que su decisién puede provocar en la
economia del Estado miembro interesado y
en las empresas interesadas.!' En conse-
cuencia, se consideré que éstas estaban indi-
vidualmente afectadas. Habida cuenta de la
similitud en su formulacién, el Tribunal de
Primera Instancia dedujo que idéntica obli-
gacidén se desprendia, en el caso de autos, del
apartado 2 del articulo 109 de la Decision
PTU. 12 Este razonamiento resiste un examen
juridico, ya que, tal como sefialé el Tribunal
de Primera Instancia, ambas disposiciones no
s6lo utilizan términos similares, sino que per-
siguen el mismo objetivo, a saber, determinar
la intensidad de las medidas de salvaguardia. 1

19. Tampoco se opone a ello la sentencia
Buralux. 1 Es cierto —como alegd la Repi-
blica Italiana— que en dicha sentencia este
Tribunal de Justicia negé que las demandantes
estuvieran individualmente afectadas, entre
otras cosas, porque no se trataba, como en el
asunto Piraiki-Patraiki y otros/Comisién, de
una Decisién dirigida a #» Estado miembro,
sino de un Reglamento dirigido a todos los
Estados miembros. También en el presente

10 — Sentencia de 17 dc encro dc 1985, Piraiki-Patraiki y otros/
Comisién (11/82, Rec. p. 207).

11 — Sentencia Piraiki-Pauraiki y otros/Comisién, citada cn la
nota 10 supra, apartado 28.

12 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada cn
la nota 1 supra, apartados 68 y 70.

13 — Sentencia Antillcan Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 70.

14 — Scntencia de 15 de febrero de 1996, Buralux y otros/Conscjo
(C-209/94 P, Rec. p. I-615).
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caso las Decisiones se dirigen a todos los
Estados miembros.

20. Sin embargo, el Tribunal de Primera Ins-
tancia declard, con razén, que lo que importa
no es el mimero de Estados miembros en los
que se aplique la medida. 19

21. Es cierto que el pirrafo cuarto del arti-
culo 173 del Tratado se refiere a «una decisién
dirigida a otra persona», pero el alcance de la
proteccién juridica del particular no puede
depender de si la decisién objeto de impug-
nacién estd dirigida a uno o a varios Estados
miembros. Lo dnico que importa es que la
persona interesada esté caracterizada de un
modo individual y especifico en relacién con
todas las demis personas afectadas. En efecto,
el objetivo del pirrafo cuarto del articulo 173
no consiste en permitir a todas las personas
de algin modo afectadas impugnar un acto
con efectos juridicos, sino sélo a aquellas cuya
posicién merece proteccién. Asi pues, lo que
importa, como sefialé el Tribunal de Primera
Instancia, es «la proteccién de que disfrutan,
con arreglo al Derecho comunitario, ¢l pais o
territorio y las empresas interesadas» 16 contra
los cuales se adopta la medida.

15 — Scnicncia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 77.

16 — Véasc la nota 15 supra.

22. En este contexto, debe senalarse asimismo
que, en ¢l asunto Buralux y otros/Consejo, sc
trataba de un Reglamento que —como afirmé
estc Tribunal de Justicia— sélo pretendia
determinar el marco en el que los Estados
miembros podian introducir restricciones. De
ello dedujo el Tribunal de Justicia que los
efectos juridicos que podia producir dicha
disposicién s6lo podian afectar a categorias
de personas definidas de manera general y
abstracta. 17 En cambio, en el presente caso se
trata de medidas claramente definidas —la
fijacién de un precio minimo, y ademds exclu-
sivamente para el arroz originario de las Anti-
llas neerlandesas—, de modo que las cate-
gorias de personas afectadas no estdn definidas
s6lo de manera general y abstracta. Ademds,
st bien dichas Decisiones estin dirigidas a
todos los Estados miembros, tnicamente
afectan al arroz originario de las Antillas
neerlandesas.

23. Asi pues, pese a que las Decisiones de
que se trata en el presente caso se dirigen a
todos los Estados miembros, el Tribunal de
Primera Instancia podia trasladar al presente
caso los principios enunciados en la sentencia
Piraiki-Patraiki y otros/Comisién.

24, En relacién con la cuestién de si efecti-
vamente las demandantes son empresas que se
encuentran en una posicién que merece pro-
teccién, el Tribunal de Primera Instancia sefialé
que al menos dos de las demandantes (Ter
Beek y ERB) tenian cargamentos de arroz en
fase de transporte a la Comunidad en el
momento de adoptarse la primera Decisidn. 18

17 — Sentencia Buralux y otros/Conscjo, citada en la nota 14
supra, apariado 26.

18 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 75.

I1-779



CONCLUSIONES DEL SR. ALBER — ASUNTO C-390/95 P

En cuanto apreciacién de hecho del Tribunal
de Primera Instancia, no procede examinar
este extremo. '?

25. La Comisién, que estaba implicitamente
obligada por el articulo 109 de la Decisién
PTU a informarse sobre las repercusiones
negativas de la Decisién, conocfa —segiin el
propio Tribunal de Primera Instancia— la
situacién de estas dos empresas en el momento
de adoptar la Decisién. 20 Por tanto, el Tri-
bunal de Primera Instancia considerd, acerta-
damente, que ambas estaban individualmente
afectadas, ya que ocupaban una posicién carac-
terizada con respecto a la de las demis
empresas afectadas. No es preciso, por tanto
—por tratarse de un recurso conjunto—, exa-
minar si también las demds demandantes
estaban individualmente afectadas. 2!

26. El Tribunal de Primera Instancia declaré,
asimismo con razoén, la admisibilidad del
recurso. Por ello, no es necesario examinar la
cuestién de si las partes coadyuvantes pueden
proponer la excepcién de inadmisibilidad aun
en el caso de que la parte apoyada supuesta-
mente no lo haya hecho. Tal como se des-
prende de la jurisprudencia del Tribunal de
Justicia, la Republica Italiana hubiera podido
invocar en todo caso la inadmisibilidad del
recurso de casacién. 2

19 — Pérrafo primero del articulo 51 del Estatuto (CEE) del Tri-
bunal dc Jusucia.

20 — Véase la nota 18 supra.

21 — Scntencias de 24 de marzo de 1993, CIRFS y otros/Comisién
(C-313/90, Rcc. p. 1-1125), apartado 31, y Antillcan Rice
Mills y otros/Comisién, citada cn la nota 1 supra, aparta-
do 79.

22 — Sentencia de 22 de diciembre de 1993, Pincherle/Comisién
&C-ZM/‘)‘I P, Rec. p. 1-6965), apartado 16; auto de 14 de
cbrero de 1996, Comisién/NTN Corporation (C-245/95 P,
Ree. p. 1-553), apartado 7, asf como pirralos scgundo y ter-
cero del articulo 49 dcl Estatuta (CEE) del Tribunal de Jus-
ticia.
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D. Fundamento

27. Las demandantes fundan su recurso de
casacién en un total de seis motivos. Estos se
refieren a la infraccién y aplicacién incorrecta
de la Cuarta Parte del Tratado, relativa a la
asociacién de los pafses y territorios de
Ultramar, asi como a una infraccién de la
Decisién PTU por parte del Tribunal de Pri-
mera Instancia. En opinién de las deman-
dantes, el Consejo no podia establecer en su
Decisién una cldusula general de salvaguardia.
Ademais, a su entender también la Comisién
se excedié de lo necesario en su segunda
Decisién. Por tltimo, las demandantes alegan
que el Tribunal de Primera Instancia obrd
erréneamente al negar la responsabilidad de la
Comunidad.

Primer motivo de casacion

Alegaciones de las partes

28. Mediante este motivo, las demandantes
impugnan la sentencia del Tribunal de Pri-
mera Instancia en la medida en que en ella
declaré que, con arreglo al pirrafo segundo
del articulo 136 del Tratado CE, el Consejo
estaba facultado para establecer en la Decisién
PTU cliusulas de salvaguardia que permitian
la limitacién de la libre importacién de pro-
ductos agricolas originarios de los PTU.
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29. En opinién de las demandantes, el Tri-
bunal de Primera Instancia sefialé errénea-
mente que el articulo 109 de la Decisién PTU
completaba un régimen que, por primera vez,
autorizaba el libre acceso de los productos
agricolas a la Comunidad. Segiin las deman-
dantes, por el contrario, el articulo 109 pro-
rroga las cldusulas de salvaguardia generales
que figuraban ya con los mismos objetivos y
el mismo alcance en anteriores decisiones del
Consejo. En consecuencia, consideran que las
conclusiones que extrajo el Tribunal de Pri-
mera Instancia nacen de una idea inexacta de
la génesis del articulo 109 de la Decisién PTU.

30. Ademids, las demandantes alegan que la
sentencia del Tribunal de Primera Instancia se
basé en una apreciacién errénea de las com-
petencias conferidas por el pirrafo segundo
del articulo 136 del Tratado CE. En dicha dis-
posicién se dispone que el Consejo, «a la luz
de los resultados alcanzados y basindose en
los principios contenidos en ¢l presente Tra-
tado, adoptard, por unanimidad, las disposi-
ciones que deban aplicarse durante un nuevo
periodo». Seguin las demandantes, el Tribunal
de Primera Instancia no fundamenté de modo
suficiente por qué dicha norma ha de referirse
a todos los principios del Tratado. A su juicio,
dicha interpretacién no es la inica posible.
Por el contrario, consideran que mds bien
debe suponerse que dicha expresién se refiere
dnicamente a los principios de la Cuarta Parte
del Tratado, que regulan la asociacién de los
paises y territorios de Ultramar. Las deman-
dantes fundamentan esta tesis en que los con-
siderandos de la Decisién del Consejo tan
sélo hacen referencia a los principios de la
Cuarta Parte del Tratado.

31. Ahora bien, segin las demandantes, aun
cuando el péirrafo segundo del articulo 136
del Tratado CE se refiera a todos los princi-
pios del Tratado, el Consejo no puede esta-
blecer en una Decisién con arreglo al parrafo
segundo del articulo 136 del Tratado CE

excepciones a la libre circulacién de mer-
cancias entre la Comunidad y los PTU en
aras de los intercses de la Politica Agricola
Comin. Ello constituiria una infraccién del
apartado 1 del articulo 132 y del apartado 1
del articulo 133 del Tratado. El Consejo sélo
podria establecer excepciones a la misma si el
pérrafo segundo del articulo 136 del Tratado
CE l¢ facultase expresamente para ello. Pero
no lo hace. En consecuencia, las demandantes
sostienen que las normas que infringen las
citadas disposiciones de la Cuarta Parte del
Tratado sélo pueden adoptarse previa modi-
ficacién del Tratado.

32. En apoyo de su tesis, las demandantes se
remiten al «Protocolo sobre las importaciones
en la Comunidad Econémica Europea de pro-
ductos petroliferos refinados en las Antillas
neerlandesas» y al «Protocolo sobre el régimen
especial aplicable a Groenlandia». De ambos
se desprende, a su entender, que las normas
que se apartan de lo establecido en la Cuarta
Parte no pueden basarse dnicamente en el
parrafo segundo del articulo 136 del Tratado
CE.

33. Otra de las imputaciones de las deman-
dantes se refiere al hecho de que el Tribunal
de Primera Instancia no abordara la cuestién
del efecto directo de los ya citados apartado
1 del articulo 132 y apartado 1 del articulo
133 del Tratado CE.

34. En opinién de las demandantes, no hacfa
falta recurrir al articulo 109 de la Decisién
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PTU, ya que habia muchas otras posibilidades
alternativas para regular las relaciones entre
los PTU y la Comunidad. Las demandantes
se rcmiten, a este respecto, a las organiza-
ciones comunes de mercados y a los articulos
36 y 115 del Tratado.

35. En opinién de la Comisién, las deman-
dantes interpretan incorrectamente la sen-
tencia del Tribunal de Primera Instancia. Por
lo que respecta a las relaciones entre la Comu-
nidad y los PTU, la Comisién no discute que
se trata de unas relaciones especiales que no
pueden compararse con las existentes entre la
Comunidad y otros pafses asociados. Con
todo, sostiene que no existe un mercado inte-
rior entre ellos. La asoclacién no tiene tam-
poco por objeto —como afirman las
demandantes— otorgar un trato preferencial
a los PTU, sino sélo promover su desarrollo.
De hecho, no tienen la condicién de Estados
miembros.

36. En opinién de la Comisidn, el Consejo
debe observar todos los principios del Tra-
tado en el marco del parrafo segundo del arti-
culo 136. Asi se desprende, a su juicio, del
tenor de dicha disposicién.

37. Por lo que respecta a los articulos 132 y
133 del Tratado CE, la Comisién afirma que
no pueden interpretarsc en ¢l sentido de que
excluyen la adopcién de una cliusula de sal-
vaguardia que limite las importaciones tnica-
mente de forma exccpcional, parcial y tem-
poral.
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38. Ademis, tanto la Comisién como el Con-
sejo se remiten a la amplia facultad de apre-
ciacién discrecional de que disfruta el Con-
scjo en el marco del parrafo segundo del
articulo 136 del Tratado CE. En consecuencia,
sostienen que el Tribunal de Justicia sélo
puede examinar si las medidas del Consejo
eran manifiestamente inadecuadas para
alcanzar el objetivo perseguido. En opinién
de ambas Instituciones, en el presente caso el
Consejo no se excedié en el ejercicio de su
facultad de apreciacién. Por el contrario
—segiin el Consejo—, el propio pérrafo
segundo del articulo 136 constituye el funda-
mento juridico para una limitacién de la libre
circulacidn de mercancias.

39. Por lo que respecta a los articulos 132 y
133, el Consejo alega asimismo que el efecto
directo de dichas disposiciones no fue alegado
en el procedimiento en primera instancia, por
lo que no puede ser objeto de examen en el
presente procedimiento.

40. A su entender, el articulo 115 del Tratado
CE, invocado por las demandantes como posi-

bilidad de regulacién, no se aplica en el pre-
sente caso, ya que se refiere a la politica

comercial comin y no a la asociacién de los

PTU.

41. Por lo que respecta al «Protocolo sobre el
régimen especial aplicable a Groenlandia», la
Comisién alega que <l régimen cspecial que
establece se refiere al articulo 136 &is del Tra-
tado CE. De dicho articulo no cabe deducir,
a su entender, que toda restriccién de la libre
circulacién de mercancias entre los PTU y la
Comunidad deba estar en todo caso prevista
en el propio Tratado. Esto es algo que debe
decidirse més bien en el marco de la facultad
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de apreciacién discrecional de que disfruta el
Consejo en virtud del articulo 136 del Tra-
tado CE.

42. En relacién con el «Protocolo sobre las
importaciones en la Comunidad Econémica
Europea de productos petroliferos refinados
en las Antillas neerlandesas», el Consejo alega
que el mismo se remonta a 1962. La primera
Decisién PTU no se adopté hasta 1964. Para
entonces, ¢l proceso dc ratificacién del Pro-
tocolo se encontraba ya tan avanzado que se
mantuvo de manera méis o menos automética
la construccién juridica que habia sido nece-

saria en 1962,

Definicién de postura

43. En el presente procedimiento, las deman-
dantes impugnan, fundamentalmente, la cldu-
sula de salvaguardia prevista en el articulo 109
de la Decisién PTU, que se basa, a su vez, en
el articulo 136 del Tratado CE. En relacién
con el reproche de las demandantes segiin el
cual el Tribunal de Primera Instancia con-
siderd erréneamente que el articulo 109 intro-
dujo por primera vez una cliusula de salva
guardia por razones de Politica Agricola
Comin, procede sefialar que no es esto lo
que se deduce del tenor de la sentencia. En el
apartado 94, el Tribunal de Primera Instancia
explica que ya la Decisién de aplicacién de
1970 contenia una cliusula de salvaguardia.
Asimismo, sefiala que la importacién de pro-
ductos agricolas originarios de los PTU ha
estado siempre sometida a un régimen parti-
cular, y que sélo tras la adopcién de la Decisién
PTU de 1991 quedd en pie de igualdad con
la importacién de otros productos. El Tri-
bunal de Primera Instancia prosigue del

siguiente modo: «De ello se deriva que la
Decisién PTU supuso un paso importante al
instaurar por vez primera como principio el
libre acceso a l]a Comunidad de los productos
agricolas originarios de los PTU, a pesar de
haber subordinado dicho principio, forzosa-
mente también por primera vez, a una cldu-
sula de salvaguardia gencral [...]».

44. De lo anterior se desprende con toda cla-
ridad que, en opinién del Tribunal de Primera
Instancia, una vez quec se¢ colocé a los pro-
ductos agricolas en pie de igualdad con los
demds productos la cldusula de salvaguardia
general que ya existia con anterioridad pasé a
apllcarse por primera vez a aquéllos. No se
aprecia —como afirman las demandantes—
que cl articulo 109 de la Decisién PTU intro-
dujera por primera vez una cldusula de salva-
guardia precisamente con ocasién de la
extensién de las normas a los productos agri-
colas.

45. En opinién de las demandantes, una cldu-
sula de salvaguardia general es contraria al
apartado 1 del articulo 132. Asf seria, efecti-
vamente, si la libre circulacién de mercancias,
tal como existe entre los Estados miembros,
se aplicara también sin restricciones a los
intercambios comerciales con los PTU. Pero
en cl caso del régimen de equiparacién pre-
visto en el pirrafo primero del articulo 132
para los intercambios comerciales con los PTU
no se trata —tal como se desprende de la fér-
mula introductoria del articulo 132— 23 tanto

23 — Cuyo tenor cs cf siguiente: «La asociacién perscguird los
siguicntes objetivos: [...)»
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de una situacién real como de un objetivo
perseguido por la asociacién.

46. A este respecto, procede remitirse a la
sentencia en el asunto Road Air. 2¢ En ella, el
Tribunal de Justicia declard lo siguiente: «La
asociaciéon de los PTU debe alcanzarse
mediante un proceso dinimico y progresivo
que puede requerir la adopcién de varias dis-
posiciones para conseguir el conjunto de los
objetivos enunciados en el articulo 132 del
Tratado, tomando en consideracién los resul-
tados alcanzados gracias a las Decisiones ante-
riores del Consejo.» 2 De ello se desprende
que, entre la Comunidad y los PTU, la libre
circulacién de mercancias no se aplica sobre
la base tinicamente del articulo 132 del Tra-
tado CE. Dicho articulo tan sélo menciona la
libre circulacién de mercancias como objetivo
que debe alcanzarse, en su caso mediante la
adopcién de varias disposiciones.

47. Ademis, de ello cabe deducir que, s1 bien
los PTU son paises y territorios asociados
con unas relaciones especiales con la Comu-
nidad Europea, en realidad no pertenecen a
clla. Asf lo declaré igualmente el Tribunal de
Primera Instancia en la sentencia impugnada
en el presente asunto, en la que sefialé: «De
ello se deduce que, aunque efectivamente los
PTU disfrutan de un estatuto mis favorable
que el de otros paises asociados a la Comu-
nidad, no se han adherido a ella.» 26 De lo
anterior se desprende que los PTU no pueden
recibir un trato menos favorable que otros
Estados (asociados). Sin embargo, no sucede
lo mismo en sus relaciones con la Comunidad.

24 — Scntencia de 22 dce abril de 1997 {C-310/95, Rec. p. 1-2229).
25 — Scatencia Road Air, citada en la nota 24 supra, apartado 40.

26 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada cn
la nota 1 supra, apartado 91.
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En consecuencia, no cabe considerar que la
libre circulacién de mercancias sin restric
ciones entre la Comunidad y los PTU existe
ya en virtud del articulo 132 del Tratado CE.

48. Por esta razén, no cabe acoger tampoco
la tesis que las demandantes deducen de la
sentencia Road Atr, segin la cual el parrafo
segundo del articulo 136 del Tratado CE sélo
se reficre a los principios de la Cuarta Parte
del Tratado. Lo que indicé el Tribunal de Jus-
ticia en la sentencia Road Air es qué, teniendo
en cuenta los objetivos del articulo 132, «pro-
cede interpretar el pdrrafo segundo del arti-
culo 136 en el sentido de que no prevé un
dnico “nuevo periodo” respecto al cual el
Consejo esti habilitado para adoptar las dis-
posiciones necesarias con el fin de conseguir
los objetivos de la asociacion [...]». 27 De ello
deducen las demandantes que el pirrafo
segundo del articulo 136 del Tratado CE se
refiere Gnicamente a los objetivos de la Cuarta
Parte del Tratado.

49. No cabe adherirse a esta tesis. Desde
luego, al adoptar sus decisiones con arreglo al
pédrrafo segundo dcl articulo 136 del Tratado
CE, el Consejo debe tener en cuenta los obje-
tivos del articulo 132 del Tratado. De hecho,
dichos objetivos constituyen la razén por la
que se adoptan dichas decisiones. A este res-
pecto, el Consejo debe tener en cuenta los
resultados alcanzados y los principios del Tra-
tado. A la vista del tenor del pirrafo segundo
del articulo 136 del Tratado CE no se aprecia
por qué razén habrian de tenerse en cuenta
Unicamente los objetivos de la asociacién y
no los principtos generales del Tratado.

27 — Scntencia Road Air, citada en la nota 24 supra, apartado 41.
El subrayado es mio.
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50. En apoyo de sus alegaciones, las deman-
dantes se remiten al tercer considerando de la
Decisién PTU, que inicamente hace refe-
rencia a los principios de la Cuarta Parte del
Tratado. A su entender, de ello se desprende
que cl parrafo segundo del articulo 136 —Ia
base de dicha Decisién— menciona tnica-
mente los principios de la Cuarta Parte. No
cabe acoger esta tesis. El tenor del tercer con-
siderando es el siguiente: «[...] conviene, habida
cuenta de las relaciones particulares entre la
Comunidad y los PTU, basadas en las dispo-
siciones del Tratado, en particular de su cuarta
parte, mejorar sus disposiciones [..]». Asi
pues, en él sdlo se hace referencia, de manera
general, a las disposiciones del Tratado que
rigen la asociacién. De ello no cabe deducir
quc, cn el marco de 13. aSOCiaCiéﬂ Y dc las
correspondientes decisiones del Consejo, no
deban tenerse en cuenta asimismo otros prin-
cipios del Tratado y, por ende, la Politica
Agricola.

51. Un indicio de ello puede extraerse del
decimotercer considerando, en el que se afirma
que las diversas normativas adoptadas dentro
del marco de la realizacién del mercado
interior no se aplican en los PTU. A este
respecto, el Consejo tan sélo consideraba
oportuno examinar las modalidades de su exten-
siénparcial o total a los PTU. Otro elemento
que pone de manifiesto que entre los PTU y la
Comunidad no existe una libre circulacién de
mercancias «normal» lo constituye el cuarto
considerando, en el que se confirma que los
PTU mantienen asimismo la posibilidad de
introducir normativas de excepcién en favor
de la poblacién o de las actividades locales
atendiendo a sus necesidades de desarrollo y
a las necesidades de la promocién de su desa-
rrollo industrial.

52. Esto no puede traducirse en la concesién
de una ventaja adicional en favor de los PTU,
ya que, tal como se desprende del pirrafo
segundo del articulo 131 del Tratado CE, el
fin de la asociacién es la promocién del desa-
rrollo econémico y social de los PTU, no
establecer un régimen preferencial a su favor.

53. De ello se desprende que no existe (atn)
libre circulacién de mercancias sin restric-
ciones entre los PTU y la Comunidad, toda
vez que, en el marco de las Decisiones PTU
del Conscjo adoptadas, con arreglo al parrafo
segundo del articulo 136 del Tratado CE,
también deben tenerse en cuenta, en la reali-
zacién progresiva de sus objetivos, los prin-
cipios generales del Tratado, incluida la Poli-
tica Agricola. Es evidente que esto puede
conducir a restricciones a la libre circulacién
de mercancfas.

54. Asi pues, si cabe considerar que el apar-
tado 1 del articulo 132 del Tratado CE men-
ciona unicamente los objetivos de la asocia-
cién, ¢l propio cfecto directo del apartado 1
del articulo 132 invocado por las demandantes
s6lo puede referirse a la obligacién de realizar
cl objetivo que en dicha disposicién se enuncia.
En ningiin caso cabe deducir de ello que exista
ya libre circulacién de mercancias entre los
PTU y la Comunidad.

55. Ni siquiera en el caso de que hubiera
efecto directo cabria excluir que, en casos
excepcionales, se estableciera una restriccién
¥ por ende, una cliusula de salvaguardia. Las
propias demandantes no excluyen, cuando se
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remiten a los articulos 36 y 115 del Tratado y
a la organizacién comin de mercados, que
existan posibilidades de tntervencién.

56. Por lo que respecta a la remision a los
Protocolos por parte de las demandantes, el
hecho de que en esos casos concretos se cele-
braran protocolos no permite extraer la con-
clusién de que no es posible establecer una
cldusula de salvaguardia en el marco del pirrafo
segundo del articulo 136. Dado que, como se
ha visto, una cliusula de salvaguardia de ese
tipo no vulnera los principios de la Cuarta
Parte por el mero hecho de existir (la libre
circulacién de mercancias no es ain una rea-
lidad, sino sélo un objetivo de la asociacién),
para introducirla no es preciso efectuar nin-
guna modificacién cn el Tratado.

57. A este respecto, procede sefialar asimismo
que, en la Decisién PTU, el propio Consejo
sélo autorizé la adopcién de medidas de sal-
vaguardia en casos dcterminados. en efecto,
en el apartado 2 del articulo 109 se dispone lo
siguiente: «A efectos de la aplicacién del apar-
tado 1 deberin escogerse por. prioridad las
medidas que provoquen el minimo de pertur-
baciones en el funcionamiento de la aso-
ciacién y de la Comunidad. Estas medidas no
deberin exceder el alcance de lo que sea
estrictamente indispensable para remediar las
dificultades que se hayan manifestado.»
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Segundo motivo de casacién

Alegaciones de las partes

58. Mediante este motivo, las demandantes
critican la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia en la medida en que declaré que la
Comisién podia llegar a la conclusién de que
las dificultades que habian surgido podian
provocar el deterioro del sector del cultivo de
arroz «indica» cn la Comunidad.

59. Alegan que el Tribunal de Primera Ins-
tancia deberia haber comprobado si existia
una relacién causal entre Ia caida de los pre-
cios del arroz comunitario y el aumento de
las importaciones de arroz semiblanqueado
originario de las Antillas neerlandesas. A su
entender, asi lo exige el tenor del apartado 1
del articulo 109 de la Decisién PTU.

60. El que deba existir dicha relacién causal
es algo que, a su entender, se deduce del hecho
de que, en su primera Decisién, la Comisién
intentara demostrar la existencia de la misma.

61. Ahora bien, las demandantes sostienen
que las importaciones procedentes de las Anti-
llas neerlandesas no tuvieron ninguna reper-
cusién negativa en el mercado comunitario,
va que se limitaron a sustituir importaciones
procedentes de Surinam y Guyana. Por tanto,
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no supusieron un incremento del volumen de
importaciones.

62. Por tltimo, las demandantes observan asi-
mismo que las consideraciones de la Comisién
sobre las diferencias de precios y la compa-
racién de precios que llevé a cabo no son per-
tinentes.

63. En cambio, la Comisién considera que
del tenor del apartado 1 del articulo 109 de la
Decisién PTU 28 se desprende claramente que
el requisito de [a existencia de una relacién
causal tan sélo se refiere al primero de los
supuestos mencionado en dicha disposicién
(dicho supuesto se produce cuando la apli-
cacion del capitulo —sobre los objetivos y los
principios de la Cooperacién— provoca per-
turbaciones graves en un sector de actividad
econémica de la Comunidad o de uno o varios
Estados miembros o compromete su estabi-
lidad financiera exterior). En el segundo de
los supuestos contemplados —que surjan difi-
cultades que puedan provocar cl deterioro de
un sector de actividad de la Comunidad o de
una regién de la misma— no se requiere, a su
entender, que exista una relacién causal de
este tipo. Ademds, su existencia resulta dificil
de demostrar, ya que son muchos los factores
que pueden influir en el mercado.

64. No obstante, la Comisién no discute que
deba existir una cierta relacién entre las difi-
cultades econémicas que hayan surgido y las
importaciones. Sin embargo, estima que el
Tribunal de Primera Instancia demostré que
existia dicha relacién necesaria.

28 — Véase cl punto 6 supra.

65. En opinién de las demandantes, las con-
sideraciones efcctuadas no pueden basarse tini-
camente en el segundo supuesto contemplado
en el apartado 1 del articulo 109 de la Decisién
PTU, ya que la propia Comisién basé su
decisidn en el primero de los supuestos con-
templados en dicha disposicién.

Definicién de postura

66. Procede adherirse a la Comisién cuando
alega que del tenor del articulo 109 de la
Decisién PTU no se desprende, por lo que
respecta al segundo de los supuestos en él
contemplados, la necesidad de que exista una
relacién de causalidad. Es cierto que en el
apartado 1 se citan diversos supuestos intro-
ducidos en cada caso mediante la conjuncién
«si». Sélo en el primero de dichos supuestos
se incluye la férmula «si lu aplicacién de la
presente Decision [...]». De ello se desprende
que las dificultades a que se alude en el
Segundo Supuesto no tieneﬂ por qué estar
causadas por la aplicacién de dicha Decisién.

67. Ahora bien, por otro lado hay que dar la
razén a las demandantes cuando alegan que,
en el caso de que no existiera ninguna relacién
entre las importaciones y cl precio de los pro-
ductos comunitarios, las medidas de salva-
guardia carccerian de todo sentido. Desde
luego, las medidas de salvaguardia deben poder
eliminar o paliar las dificultades surgidas. De
lo contrario, dichas medidas serian despro-
porcionadas e infringirian la segunda frase del

apartado 2 del articulo 109 de la Decisién
PTU.
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68. El nexo debe ser de tal naturaleza que
una reduccién de las importaciones pueda
tener alguna repercusidn en la situacién de los
precios en la Comunidad. Sin embargo, esto
no quiere decir que las dificultades deban
haber sido provocadas por la aplicacién de la
Decisién, es decir, por las importaciones.

69. Por otro lado, el Tribunal de Primera Ins-
tancia sefial6 acertadamente que, en el dmbito
de aplicacién del articulo 109 de la Decisién
PTU, la Comisién dispone de una amplia
facultad de apreciacién tanto en relacién con
la cuestién de si concurren los requisitos que
justifican la adopcién de una medida de sal-
vaguardia como para adoptar la misma. 27 Asi
lo deduce ¢l Tribunal de Primera Instancia del
tenor de! apartado 1 del articulo 109 de la
Decisién PTU, en virtud del cual, st se cum-
plen determinados requisitos, la Comisién
«podri» adoptar o autorizar al Estado
miembro de que se trate para adoptar medidas
de salvaguardia.3® El Tribunal de Primera
Instancia continué sefialando lo siguiente: «Sin
embargo, la existencia de uno de esos requi-
sitos no obliga a la Comisién a adoptar una
medida de salvaguardia, pero exige que se
pronuncie al respecto.» 3! Asi pues, el Con-
sejo también confirié a la Comisién la facultad
de apreciacién discrecional de que disfruta en
el marco del articulo 109 de la Decisién

PTU. 32

70. Asi, también el Tribunal de Justicia ha
declarado, en el marco del articulo 155 del

29 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 122.

30 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 120.

31 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisidn, citada en
|2 nota 1 supra, apartado 121.

32 — Auto del Presidente del Tribunal de Primera Instancia de 15

de julio de 1997, Gobicrno de las Antillas necrlandesas/
Conscjo (1-179/97 R, Rec. 11-1297), apartado 35.
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Tratado CE, que el Consejo puede verse en la
necesidad, en el imbito de la Politica Agricola
Comiin, de conferir a la Comisién amplias
facultades de apreciacién y de accién, dado
que sélo ésta—la Comisidn— sigue de manera
constante y atenta la evolucién de los mer-
cados agricolas y puede actuar con la urgencia
que la situacién requiera. De ello —y del sis-
tema general del Tratado— dedujo este Tri-
bunal de Justicia que el concepto de ejecucién
que figura en el articulo 155 del Tratado CE,
referido a [a ejecucidn por parte de la Comisién
de las normas establecidas por el Consejo,
debe interpretarse de manera amplia. 33
También por esta razén cabe considerar que,
en el caso de autos, la Comisién disfruta de
una amplia facultad de apreciacién discre-
cional, ya que también en él es necesario
—para la fijacién de un precio minimo—
efectuar una apreciacién de los mercados agri-
colas. Asi pues, ¢l Tribunal de Primera Ins-
tancia s6lo puede examinar si, en el ejercicio
de sus facultades, la Comisién cometié un
error manifiesto o una desviacién de poder, o
si vulneré de manera manifiesta los limites de
sus facultades. 3

71. No se aprecia que, al efectuar dicho
examen, el Tribunal de Primera Instancia incu-
rriera en un error. El Tribunal de Primera
Instancia examiné en primer lugar la alegacién
de la Comisién segiin la cual se habia produ-
cido una considerable caida de los precios del
arroz cdscara comunitario. Al igual que el
arroz semiblanqueado originario de las Anti-
llas, este tipo de arroz puede ser utilizado
como materia prima para la produccién comu-
nitaria de arroz blanqueado. Por 1ltimo, el
Tribunal de Primera Instancia sefialé que las
demandantes no habian desmentido el hecho
mismo de que se hubiera producido una caida

33 — Sentencia de 30 de octubre de 1975, Rey Soda (23/75,
Rec. p. 1279), apartados 10 a 14,

34 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada cn
la nota 1 supra, apartado £22.
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de los precios. 3 En cuanto apreciacién de
hecho del Tribunal de Primera Instancia, no
procede examinar aqui dicha afirmacién. A
continuacién, el Tribunal de Primera Instancia
examing si también podia considerarse que se
habfa producido una caida de los precios del
arroz ciscara comunitario «indica». 3¢ Habida
cuenta del considerable aumento de las impor-
taciones procedentes de las Antillas que se
registré de forma simultinea, que segin el
Tribunal de Primera Instancia no fue discuti-
do, 37 éste sefialé que, basindose en dichos
datos, la Comisién estaba facultada para con-
siderar que habian surgido dificultades que
podian provocar el deterioro del sector del
cultivo de arroz «indica» en la Comunidad y
que, por consiguiente, podian aplicarse
medidas de salvaguardia. 38

72. El Tribunal de Primera Instancia examiné
ademds si la Comisién habia cometido un
error manifiesto de apreciacién en la compa-
racién de precios que llevd a cabo. En este
contexto, analizé también en qué fase de pro-
duccién debian compararse los precios. Segiin
el Tribunal de Primera Instancia, las deman-
dantes no pudieron refutar los cilculos efec-
tuados por la Comisidn, ya que se limitaron
a formular alegaciones sobre los gastos adi-
cionales que debian tenerse en cuenta y sobre
los tipos de conversién, pero sin justificarlas
con mayor detalle. 3 Por otro lado, el Tri-
bunal de Primera Instancia constaté que las
demandantes no habian discutido que el arroz
antillano se ofreciera a un precio netamente
inferior al precio al que podia ofrecerse el
arroz comunitario en la fase de transfor-
macién considerada, es decir, el arroz semi-
blanqueado. #©

35 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada cn
la nota t supra, apartado 124.
36 — Senicncia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en

1a nota 1 supra, apartado 126.

37 — Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 127.

38 — Secntencia Antillcan Rice Mills y otros/Comisidn, citada en
l2 nota I supra, apartado 128.

39 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
Ia nota 1 supra, apartado 130.

73. En consecuencia, el Tribunal de Primera
Instancia llegé a la siguiente conclusién: «por
consiguiente [...] la Comisién actué acertada-
mente al sefialar la existencia de una conside-
rable diferencia de precios entre el arroz comu-
nitario y el arroz antillano, que pudo haber
provocado ¢l hundimiento del precio del arroz
comunitario entre septiembre de 1992 y enero
de 1993». 4! Con ello sc demuestra asimismo
la existencia de una relacién pertinente entre
las importaciones y la caida de los precios del
arroz comunitario.

74. De cuanto antecede se desprende que el
Tribunal de Primera Instancia examiné si la
Comisién habia incurride en un error mani-
fiesto de apreciacién en el examen de la
relacién existente entre las importaciones pro-
cedentes de las Antillas y la caida del precio
del arroz comunitario. Como queda indicado,
la existencia de una relacién de causalidad no
es necesaria a este respecto. Dado que no hubo
crror manifiesto de apreciacién, tampoco el
segundo motivo de casacién puede prosperar.

Tercer motivo de casacion

Alcgaciones de las partes

75. Mediante este motivo, las demandantes
alegan que, al declarar que el precio minimo
fijado por la Comisién —mediante la segunda
Decisién— no fue mis alli de lo necesario a
efectos de dicha disposicién, el Tribunal de

40 -— Sentencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
l2 nota 1 supra, apartado 129.
41 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en

la nota 1 supra, apartado 131.
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Primera Instancia infringié el apartado 2 del
articulo 109 de la Decisién PTU. Segin las
demandantes, en el marco de las medidas de
salvaguardia no hubiera sido necesario colocar
el arroz originario de las Antillas neerlandesas
en una posicién competitiva desfavorable con
respecto al arroz comunitario. Seglin ase-
guran, en el caso de que las empresas hubieran
podido ofrecer el arroz al mismo precio que
el arroz comunitario hubieran podido
importar una cantidad superior a las
8.400 toncladas efectivamente importadas.
Ademas, las demandantes consideran que debe
tenerse en cuenta ¢l hecho de que hubo que
almacenar 16.000 toneladas de arroz porque
no podian venderse.

76. En opinién de la Comisién, el principio
de proporcionalidad no confiere a los PTU el
derecho de poder ofrecer su arroz al mismo
precio que el arroz comunitario. Ello se debe
precisamente a que los PTU no forman parte

de la Comunidad.

77. La Comisién alega asimismo que la dife-
rencia de precios entre el arroz importado de
las Anullas y el arroz comunitario pretendia
reforzar la confianza de los productores comu-
nitarios en la evolucién de los precios del
arroz «indica» para evitar que volvieran a cul-
tivar una cantidad excesiva de arroz «japoni-
ca»,

78. Segiin la Comisién, cuando ¢l Tribunal de
Primera Instancia scfialé que no habia sobre-
pasado lo estrictamente imprescindible,
efectué una apreciacién de hecho a este res-
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pecto que no puede ser objeto de examen en
el marco de un recurso de casacién.

Definicién de postura

79. Procedeacoger laalegacién de la Comisién
segin la cual la determinacién de los precios
que deben compararse y la propia compa-
racién constituyen apreciaciones de hecho. Lo
mismo sucede con la determinacién del
volumen de importaciones procedentes de las
Antillas. En consecuencia, estas cuestiones no
pueden ser objeto de examen en el marco del
procedimiento de casacién.

80. Si puede examinarse la cuestién de st una
medida de salvaguardia es desproporcionada
cuando —como en el presente caso— no
cquipara el arroz de las Antillas neerlandesas
con €l arroz comunitario, sino que lo sitiia en
una situacién de desventaja. A este respecto,
debe tenerse presente que la segunda Decisién
de la Comisién era una medida de salva-
guardia en principio licita. Ahora bien, la
esencia de una medida de ese tipo consiste
precisamente en que determinados productos
reciben un trato desfavorable con respecto a
los productos comunitarios. En todo caso, no
puede considerarse sin mis que una medida
de salvaguardia de este tipo no puede dis-
pensar un trato desfavorable al arroz proce-
dente de las Antillas.
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81. Como queda indicado, la comprobacion
de los precios que hizo el Tribunal de Pri-
mera Instancia forma parte de la apreciacién
de los hechos por parte del mismo, por lo que
no puede ser objeto de examen en el presente
procedimiento. Ademds, no se aprecia que
cometiera ninguin error de apreciacién. Asi,
del hecho de que el precio del arroz proce-
dente de las Antillas no superara al de los
productos ACP y el arroz originario de
Estados Unidos y que siguieran efectuindose
importaciones en la Comunidad dedujo que
no se apreciaba la existencta de un trato des-
favorable con respecto a otros Estados y, en
particular, con respecto a los Estados ACP y
Estados Unidos. 42 Sélo un trato desfavorable
con respecto a Estados terceros hubiera
supuesto una infraccién del articulo 109 de la
Decisién PTU y del estatuto especial de los
PTU. Por tanto, tampoco el tercer motivo de
casacién tiene fundamento.

Cuarto motivo de casacion

Alegaciones de las partes

82, Mediante este motivo, las demandantes
critican la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia en la medida en que en ella se
declaré que, debido al caricter de norma juri-
dica de la primera Decisién de la Comisién,
un recurso de indemnizacién con arreglo al
articulo 215 del Tratado CE debe cumplir
determinados requisitos especiales; en un caso
como ése, sélo puede generarse la responsa-
bilidad de la Comunidad en presencia de una

42 — Secntencia Antillcan Ricc Mills y otros/Comisién, citada cn
la nota 1 supra, apartados 149 a 151,

infraccién suficientemente caracterizada de
una norma juridica de rango supertor desti-
nada a proteger a los particulares. (De la
jurisprudencia de este Tribunal de Justicia se
desprende que, para que se genere la respon-
sabilidad extracontractual de la Comunidad
con arreglo al articulo 215 del Tratado CE, es
preciso que la actuacién imputada a las Ins-
tituciones sea ilegal, que se haya ocasionado
un perjuicio y que exista una relacién de cau
salidad entre dicha actuacién y el perjuicio
ocasionado). 43

83. Las demandantes objetan que la Decisién
controvertida no tiene caricter de norma juri-
dica. Con caricter subsidiario, alegan que
dicho cardcter —aun en el caso de que exista—
no se aplica en su caso y no puede traducirse
en un endurecimiento de los requisitos para
generar la responsabilidad extracontractual de
la Comunidad, ya que estdn individualmente
afectadas por la Decisién. Con caricter sub-
sidiario en segundo grado, alegan que, aun en
el caso de que el cardcter de norma juridica se
aplique a todos los operadores, no puede exi-
girse que se cumplan tales requisitos espe-
ciales para proceder a una reparacién de los
dafios cuando la Decisién la impugnan per-
sonas a las que ésta afecta individualmente.

84. En opinién de la Comisidn, el caricter de
norma juridica no se deriva de la forma del
acto juridico, sino de su naturaleza. Ahora
bien, la cuestién de si la parte demandante
estd individualmente afectada no afecta en
modo alguno a esta ltima. El recurso con
arreglo al articulo 215 del Tratado CE cons-
tituye, en su opinién, una modalidad de

43 — Sentencias de 17 dec diciembre de 1981, Ludwigshafencr
Walzmiihle/Conscjo y Comisién (asuntos acumulados 197/80
a 200/80, 243780, 245/80 y 247/80, Rec p. 3211), apartado 18,
y de 28 de abril de 1971, Liitticke/Comisién (4769,
Ree. p. 325), apartado 10.
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recurso auténoma, CuYOS requisitos deben
examinarse por separado. Ahora bien, la
cuestién de si la demandante estd individual-
mente afectada no es uno de estos requisitos.

85. Las demandantes citan, en este contexto,
sentencias del Tribunal de Justicia en las que
Unicamente se examinaron, en relacién con
decisiones, si se satisfacian las exigencias nor-
males del articulo 215 del Tratado CE. ¢ Por
otra partc, la Comisién invoca una scntencia
en la que se examinaron una serie de deci-
siones en materia de antidumping a la luz de
las exigencias especiales del articulo 215 del
Tratado CE. %

Definicién de postura

86. En su sentencia HNL/Consejo y Comi-
sién 4¢ el Tribunal de Justicia declaré, refirién-
dose a los principios existentes en los dife-
rentes Estados miembros, que cabe afirmar
que los actos normativos en los que se tra-
ducen opciones de politica econémica sélo
generan la responsabilidad de los poderes
piiblicos en casos excepcionales y cuando con-
curren circunstancias especiales. «Esta con-

44 — Sentencias de 5 de marzo de 1986, Tezi/Comisién (59/84,
Rec. p. 887), apartado 70; de 15 de encro de 1987, GAEC de
Ia Segaudc/Conscjo y Comisién (253/84, Rec. p. 123), apar-
tado 9, y dc 8 de abril de 1992, Cato/Comisién (C-55/90,
Rec. p. 1-2533), apartado 18.

45 — Sentencia de 28 de noviembre dec 1989, Epicheiriscon Meta-
licftikon Viomichanikon kai Naftiliakon y otros/Comisién
y Conscjo {C-122/86, Rec. p. 3959), punto 2 del sumario.

46 — Sentencia de 25 de mayo de 1978 (asuntos acumulados 83/76,
94/76, 4/77, 15/77 y 40/77, Rec. p. 1209).
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cepcidn restrictiva tiene su explicacién en la
consideracién de que, aun cuando exista un
control jurisdiccional de la validez de sus
actos, la actuacién del poder legislativo no
debe verse obstaculizada por la perspectiva de
acciones de dafios y perjuicios cada vez que
se propone adoptar, en aras del interés general,
medidas normativas que puedan lesionar los
intereses de los particulares; [...] en conse-
cuencia, en un contexto normativo como el
del presente caso, caracterizado por el ejer-
cicio de una amplia facultad de apreciacién
discrecional indispensable para la aplicacién
de la Politica Agricola Comiin, la responsa-
bilidad de la Comunidad sélo podri gene-
rarse si la Institucién de que se trate incurrié
en un abuso grave y manifiesto de su poder
discrecional.» 47 )

87. Dado que, en su sentencia Antillean Rice
Mills y otros/Comisién, el Tribunal de Pri-
mera Instancia partié asimismo de la base de
que la Comisién disponia de una amplia
facultad de apreciacién discrecional en el pre
sente caso, ‘8 no se aprecia en qué puede el
Tribunal de Primera Instancia haber interpre-
tado erréneamente el articulo 215 del Tratado
CE en el marco del examen de los requisitos
mds estrictos.

88. Por lo que respecta a los motivos dedu-
cidos con carécter subsidiario por las deman-
dantes, tampoco pueden prosperar. Como
acertadamente alegé la Comisién, el hecho de
que una parte demandante esté individual-
mente afectada no afecta en modo alguno al

47 — Scntencia FINL/Conscjo y Comisidn, citada cn la nota 46
supra, apartados 5 y 6.
48 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisidn, citada cn

la nota 1 supra, apartados 177 y 189 y ss.
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caracter de la Decisién como norma juridica.
Ademds, de la sentencia en ¢l asunto HNL/
Consejo y Comisién se desprende que preci-
samente en el caso de los actos juridicos debe
aceptarse que los particulares afectados
soporten ciertos efectos perjudiciales. 4> Asi
pues, el hecho de que una parte demandante
esté individualmente afectada no constituye,
por si solo un criterio que garantice el derecho
a reparaci6n de los dafios. Por tanto, tampoco
el cuarto motivo de casacién puede prosperar.

Quinto motivo de casacién

Alegaciones de las partes

89. Mediante este motivo, las demandantes
critican la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia en la medida en que en ella se seiiala
que, en el marco de su primera Decisién, la
Comisién no vulneré de manera manifiesta y
grave los limites de su facultad de apreciacién
¥ que, por consiguiente, la Decisién no cons-
tituyé una infraccidn caracterizada de nin-
guna norma juridica de rango superior, en
particular el principio de proporcionalidad.
En opinién de las demandantes, el Tribunal
de Primera Instancia no puede limitarse a
examinar si se vulneraron los limites de la
facultad de apreciacién.

49 — Scntencia HNL/Conscjo y Comisidn, citada cn la nota 46
supra, apartado 6.

90. Al margen de esta cuestién, las deman-
dantes sostienen que las conclusiones que
extrajo el Tribunal de Primera Instancia son
erréneas asimismo porque éste partié de la
base de que, en su primera Decisidn, la
Comisién reprodujo de buena fe el precio
fijado por las autoridades antillanas. Ahora
bien, las demandantes consideran que la
adopcién de una medida por parte de las
autoridades antillanas no podia liberar a la
Comisién de su obligacién de tener en cuenta,
entre otras cosas, las repercusiones negativas
de su Decisién. A su juicio, el hecho de que
]a Comisién actuara de bucna fe no afecta en
modo alguno a esta conclusién, ya que, en el
marco del articulo 215 del Tratado CE, la
buena fe no desempefia papel alguno.

91. Por tltimo, las demandantes se remiten al
hecho de que la Comisién dispone de una
amplia facultad de apreciacién discrecional en
el marco del articulo 109 de la Decisién PTU,
por lo que su Decisién sélo puede ser objeto
de un examen limitado. Ahora bien
—-contintan las demandantes—, si en el marco
de dicho examen limitado se llega a com-
prabar la existencia de una infraccién, ésta
constituye automdticamente una infraccién
del Derecho comunitario suficientemente
caracterizada, en consonancia con las exigen-
cias especiales del articulo 215 del Tratado CE
definidas por el Tribunal de Primera Instancia.

92. En cambio, en opinién de la Comisién
los dos criterios que se mencionan en el apar-
tado 194 de la sentencia deben considerarse
como sindénimos. 3° Por lo que respecta a la
segunda de las objeciones formuladas por las
demandantes, segun la cual el Tribunal de Pri-
mera Instancia negé erréneamente la exis-
tencia de una infraccién suficientemente carac
terizada, la Comisién alega que se trata de
una apreciacién de hecho del Tribunal de Pri-

50 — Véasc cl punto 89 supra.
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mera Instancia. Como tal, no puede ser exa-
minada en el marco de un procedimiento de
casacién.

93. Puesto que la fijacién de un precio minimo
demasiado bajo no puede ser mis que un error
técnico, no cabe considerarlo una infraccién
suficientemente caracterizada.

94. Para la Comisién, si se acogiera la opinién
de las demandantes segin la cual cualquier
infraccién del articulo 109 de la Decisién PTU
debe considerarse en todo caso como una
infraccién suficientemente caracterizada, dicho
criterio, que sdlo se aplica cuando la Comisién
dispone de una amplia facultad de apreciacién
discrecional, quedaria vaciado de contenido.

Definicién de postura

95. Las demandantes fundan en la jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia 5! su alegacién
segtn la cual el Tribunal de Primera Instancia
deberia haber examinado asimismo la exis-
tencia de una infraccién del Derecho comu-
nitario suficientemente caracterizada. En rea-
lidad, de las citadas sentencias no se desprende
claramente la naturaleza de la relacién entre
ambos criterios, a saber, un abuso grave y
manifiesto del poder discrecional y una

51 — Sentencias de 30 de mayo de 1989, Roquette Fréres/Comisién
(20/88, Rec. p. 1553); de 19 de septicmbre dc 1985, Astcris/
Comisién (asuntos acumulados 194/83 a 206/83,
Rec. p. 2815), y dc 8 de diciembre de 1987, Grands Moulins
de Paris/Conscjo y Comisién (50/86, Rec. p. 4833).
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infraccién suficientemente caracterizada de
una norma juridica de rango superior desti-
nada a proteger a los particulares.

96. Dichos criterios aparecen unidos bien por
la conjuncidén «o», 52 bien con la locucién «ni
[...] ni». 33 Esto indica mis bien que ambos
criterios deben examinarse por separado.
Ahora bien, mis clara ain es la sentencia en
el asunto Roquette Fréres/Comisién. Con
arreglo a dicha sentencia, la responsabilidad
de la Comunidad sélo puede generarse por
actos normativos que reflejen opciones de
politica econémica cuando exista una vio-
lacién suficientemente caracterizada de una
norma juridica de rango superior destinada a
proteger a los particulares. A continuacién, el
Tribunal de Justicia sefialé lo siguiente: «Asi
pues, en un contexto normativa que se dis-
tingue por el ejercicio de una amplia facultad
discrecional, indispensable para la aplicacién
de la Politica Agraria Comiin, sélo puede
incurrirse en esta responsabilidad si la Insti-
tucién de que se trate no ha respetado, de
manera manifiesta y grave, los limites que se
imponen al ejercicio de sus facultades». 3¢

97. Dado que en ¢l presente asunto la Decisién
de la Comisién cuando menos afecté también
a la Politica Agricola y que no se discute que
en dicho dmbito esta Institucién disfruta de
una amplia facultad de apreciacién discre-
cional, el examen efectuado por el Tribunal de
Primera Instancia en el apartado 194 de su
sentencia hubiera sido por tanto suficiente

52 — Sentencia Asteris/Comisién, citada cn la nota 51 supra, apar-
tado 23.

53 — Sentencia Grands Moulins de Paris/Conscjo y Comisién,
citada cn la nota 51 supra, apartado 22.

54 — Secntencia Roquette Frércs/Comisién, citada en la nota 51

supra, apartado 23.
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aun cuando sélo se hubiera referido a la
cuestién de si se habian vulnerado los limites
de dicha facultad de apreciacién. Ademis, la
Comisién también disfruta de una amplia
facultad de apreciacién en el marco del arti-
culo 109 de la Decisién PTU., 55

98. Por lo que respecta a la cuestién de hasta
qué punto puede examinarse la declaracién
del Tribunal de Primera Instancia segin la
cual la Comisién no vulnerd de manera mani-
fiesta y grave los limites de su facultad de
apreciacién, hay que dar Ia razén a las deman-
dantes cuando afirman que esta cuestién no
puede sustraerse por completo a todo examen.
En efecto, dicha declaracién no se basa sélo
en apreciaciones de hecho, como por ¢jemplo
la cuestdn de la actuacién de buena fe de la
Comisidn.

99. En este contexto, procede examinar
también la alegacién de las demandantes segiin
la cual toda infraccién comprobada en el
marco del examen limitado constituye auto-
maticamente una infraccién suficientemente
caracterizada. Tal como sefialé el propio Tri-
bunal de Primera Instancia, cuando la
Comisién disfruta de una amplia facultad de
apreciacién sélo cabe examinar si, en el ejer-
cicio de su facultad, dicha Institucién incurrié
en un error manifiesto o una desviacién de
poder, o si vulneré de manera manifiesta los
limites de dicha facultad de apreciacién. 5¢

55 — Véansc los puntos 69 y 70 supra.

56 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisidn, citada cn
la nota 1 supra, apartado 122.

100. Por otra parte —como se ha visto—, en
cl imbito de que se trata en ¢l presente asunto
sSlo existe responsabilidad extracontractual
cuando la Comisién vulnera de manera mani-
fiesta y grave los limites de sus facultades. De
ello se desprende que, para generar la respon-
sabilidad extracontractual, no basta con que
se vulneren de manera manifiesta los limites
de la facultad de apreciacién. En el presente
caso, el automatismo invocado por las deman-
dantes, en virtud del cual cualquier infraccién
del articulo 109 de la Decisién PTU compro-
bada por el Tribunal de Primera Instancia en
un dmbito en el que la Comisién disfrute de
una amplia facultad de apreciacién discre-
cional es en todo caso una infraccién suficien-
temente caracterizada vaciaria de contenido,
como con razén alega la Comisién, el criterio
establecido para generar la responsabilidad
extracontractual. Por lo demis, de la sentencia
Roquette Freres/Comisién, citada por las pro-
pias demandantes, se desprende que ni siquiera
en el caso de que la Comisién o la Institucién
de la que emane el acto disfrute de una amplia
facultad de apreciacién se genera automitica-
mente la responsabilidad extracontractual, aun
en el caso de que se compruebe la existencia
de una infraccién en forma de crror de cil-
culo. 57

101. Es cierto que, en el presente caso, no se
trataba directamente de un error de cilculo.
Ahora bien, tal como declaré el Tribunal de
Primera Instancia, en su primera Decisién la
Comisién reprodujo de buena fe el precio
fijado por las autoridades antillanas. 58 En esta
medida, no se aprecia cémo pudo la Comisién
excederse de forma manifiesta y grave en el
ejercicio de su facultad de apreciacién. Por
tanto, tampoco se detecta la existencia de un
error del Tribunal de Primera Instancia. El
hecho de que la Comisién estuviera en prin-
cipio obligada a tener en cuenta las repercu-

57 — Sentencia Roquette Fréres/Comisidn, citada cn la nota 51
supra, apartado 26.

58 — Scntencia Antillcan Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartados 191 y 194,
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siones negativas de su Decisién no afecta en
modo alguno a esta conclusién. En conse-
cuencia, el quinto motivo de casacién es infun-

dado.

Sexto motivo de casacion

Alegaciones de las partes

102. Mediante este motivo, las demandantes
critican la sentencia del Tribunal de Primera
Instancia en la medida en que en ella se sefiala
que aun en ¢l caso de que la primera Decisién
causara ciertos perjuictos a las demandantes,
dichos perjuicios no eran en absoluto impre-
visibles, por lo que las demandantes hubieran
debido anticiparse a la nueva situacién. En
opinién de las demandantes, el hecho de que
la infraccién del Derecho comunitario fuera
previsible no pucde liberar a la Comunidad
de su responsabilidad. Ademds, sosticnen que
el Tribunal de Primera Instancia no podia
fundar su conclusién segiin la cual los perjui-
cios causados a las demandantes no excedian
del riesgo econémico soportado en dicho
sector tinicamente en el hecho de que el alma-
cenamiento del arroz que se hizo necesario
como consecuencia de las medidas de salva-
guardia no fuera inusvalmente largo.

103. En opinién de la Comisién, en cambio,
el Tribunal de Primera Instancia examind si se
habia causado un perjuicio y si dicho per-
juicio sobrepasaba los limites de lo que, segiin
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, cabe
exigir que soporte a un particular. Segin la
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Comisién, el Tribunal de Primera Instancia
sélo aludié a la cuestién de la previsibilidad
del perjuicio como argumento adicional en
favor de su conclusién.

Definicién de postura

104. Como ya se ha indicado, con arreglo a
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en
los sectores pertenecientes al dmbito de la
politica de la Comunidad en materia econé-
mica, puede exigirse al particular que soporte,
dentro de unos limites razonables, ciertos
efectos perjudiciales generados por un acto
normativo. 5° Sobre esta base, el Tribunal de
Primera Instancia examiné en qué habian con-
sistido los perjuicios causados a las deman-
dantes. A este respecto, sefialé que las deman-
dantes habian explicado que la venta de los
cargamentos de arroz se efectuaba mientras
que éstos se encontraban en alta mar o después
de su llegada a un puerto comunitario. En
este dltimo caso, el arroz se almacenaba hasta
¢l momento de la entrega al comprador. Asi
pues, dicho almacenamiento resulta normal
aun cuando no se adopten medidas comuni-
tarias de salvaguardia. A este respecto, el Tri-
bunal de Primera Instancia, tras el estudio de
los documentos que obraban en autos, llegé
a la conclusién de que los plazos de almace-
namiento —y el eventual retraso de la venta
provocado por ellos— no fueron necesaria-
mente prolongados como consecuencia de la
primera Decisién de la Comisién. €0 De ello
sc desprende ya que el Tribunal de Primera
Instancia estimd acertadamente que los per-
juicios causados no sobrepasaban los que
deben soportar los particulares en el imbito
de la politica econémica. Tal como con razén
alegé la Comisién, las restantes considera-
ciones del Tribunal de Primera Instancia —en

59 — Scntencia HNL/Conscjo y Comisi6n, citada en la nota 46
supra, apartado 6.

60 — Scntencia Antillean Rice Mills y otros/Comisién, citada en
la nota 1 supra, apartado 204.
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relacién, por ejemplo, con la previsibilidad
del perjuicio— pueden sustentar dicha con-
clusién, pero no son necesarias para llegar a
ella. En todo caso, es evidente que el Tribunal
de Primera Instancia no descarté que se gene-
rara la responsabilidad extracontractual de la
Comunidad —como alegan las demandantes—
por el solo hecho de la previsibilidad del per-
juicio. En consecuencia, tampoco el sexto
motivo de casacién puede prosperar.

105. Aun cuando proceda desestimar este
motivo de casacién en su totalidad, debe sefia-
larse, para concluir, que las medidas de salva-
guardia pueden poner en peligro inversiones
en los PTU, dificultar el cdleculo econédmico y
socavar la confianza en dichos paises. Hasta
qué punto las medidas de salvaguardia licitas
desde un punto de vista juridico tienen sen-
tido desde un punto de vista econémico y
politico es una cuestién que no pueden exa-
minar los érganos jurisdiccionales, ya que el
control jurisdiccional debe limitarse a la con-
- formidad a Derecho de las medidas y, debido
a la amplia facultad de apreciacién de que dis-

E. Conclusion

fruta Ia Comisidn, sélo hay ilegalidad en caso
de infracciones caracterizadas. La cuestién de
si los objetivos de una de las partes del Tra-
tado (Politica Agricola) y los objetivos de otra
(Asociacién de los PTU) pueden conciliarse
de manera arménica y de cémo cabria regular
mejor ¢ste extremo, €n su caso, ¢s una tarea
que corresponde al imbito de la politica y al

legislador.

Costas

106. Con arreglo al parrafo primero del arti-
culo 122 del Reglamento de Procedimiento
del Tribunal de Justicia, éste decidira sobre las
costas cuando el recurso de casacién sea infun-
dado. A tenor de la primera frase del apar-
tado 2 del Reglamento de Procedimiento, la
parte que pierda el proceso serd condenada en
costas, si asi lo hubiera solicitado la otra parte.
La primera frase del apartado 4 establece que
los Estados miembros que intervengan como
coadyuvantes en el litigio soportardn sus pro-
plas costas.

107. En consecucencia, propongo al Tribunal de Justicia que decida:

« 1) Se desestima el recurso de casacién.

2) Las demandantes pagaran las costas del procedimiento de casacién, con excepcién
de las costas de la Repiiblica Francesa y la Repiblica Italiana.

3) La Repiiblica Francesa y la Repiiblica Italiana soportarin cada una sus propias

costas.»
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